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Poder Judicial de la Nación

CAMARA CIVIL - SALA J

Expte n° 43673/2010 – “Navarro Cástex Alberto Luis y otro c/G. Breuer 

Abogacía Sociedad Civil y otros s/Cumplimiento de Contrato” -  Juzgado 

Nacional en lo  Civil n° 35

Buenos Aires, Julio                                         de 2019

                      AUTOS Y VISTOS:

                      Las presentes actuaciones se remiten a este Tribunal a los  

efectos de conocer acerca de dos recursos de apelación interpuestos por 

los demandados contra la resolución de fs. 1019/1031:

                      A)  el de fs. 1033 por G. Breuer Sociedad Civil; González  

Cabrera Castilla por derecho propio y en representación de G. Breuer 

Abogados Sociedad Civil y Pedro C. Breuer Moreno en virtud del art. 48 

del  Código Procesal  Civil  y  Comercial  en  representación  de Diego M. 

Fissore, quien ratifica luego la gestión a fs. 1035, concedido a fs. 1036 ap. 

III. Presentan memorial a fs.1037/1055, contestado a fs. 1072/1084 por l

                    B) El  de fs. 1034 por Alejandro Miguel López Tilli, concedido 

a  fs.  1036  vta.  Presenta  memorial  a  fs.  1056/1068,  contestado  a 

fs.1072/1084 por la actora. 

                      El decisorio apelado admite la pretensión extintiva postulada 

por la actora a fs. 864 y 883/890. En consecuencia, en los términos del 

art.  1085 del  Código Civil  y Comercial  de la Nación y con los efectos 

previstos por  el  art.1081 y concordantes del  mismo código,  declara la 

resolución total del negocio jurídico formalizado en el instrumento titulado 

“Acuerdo  de  Retiro  y  Cesión  de  Puntos”  y  en  sus  dos  “Addendum”, 

celebrados por las partes con fecha 20/08/2008, con más los daños que 

habrán de ser determinados en la etapa de ejecución de sentencia, una 

vez  que  se  encontrare  firme  la  presente.  Rechaza  la  pretendida 

declaración de temeridad y malicia y la consiguiente sanción pecuniaria. 

Declara  que  las  costas  serán  soportadas  por  los  demandados,  por 

resultar  esencialmente  vencidos.  Decreta  el  embargo  preventivo  de  la 

totalidad de los fondos depositados en el juicio conexo de consignación y 

de las sumas de dinero depositadas en estos autos, a cuyo fin manda 

colocar la nota respectiva, debiéndose librar oficio al Banco de la Nación 

Argentina,  sucursal  Tribunales,  con  el  objeto  de  que  con  las  sumas 
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depositadas en pesos se  adquieran dólares  estadounidenses y  se  los 

invierta en un plazo fijo renovable automáticamente cada treinta días.

                                  Los apelantes plantean los siguientes agravios: 

                                  1) que la sentencia contiene un vicio de  

fundamentación. Que es una sentencia arbitraria. Que es una decisión 

dogmática,  desprovista  de  apoyo  legal:  expresan  que  la  condición 

resolutoria  fue  planteada  prematuramente  porque  el  proceso  no  se 

encuentra en trámite de ejecución de sentencia.

                                   2) Que hay un apartamiento de las constancias de 

la  causa  porque  hay  una  inexistencia  de  cumplimiento  de  los 

demandados: expresa que para el pago de la suma de U$S 105.000 con 

más los intereses que fueron condenados a pagar dentro del plazo de 10 

días,  debía  existir  como  requisito  previo  ineludible  una  liquidación 

aprobada, a fin de establecer el monto determinado a pagar.

                                   3) Que hay una violación del principio de legalidad y  

del derecho de defensa derivado de un incorrecto cómputo de los plazos, 

por cuanto consideran que la sentencia recién adquirió firmeza una vez 

que venció el plazo para interponer el recurso extraordinario, arguyendo 

que a partir de ese término se debe contar el plazo fijado en la sentencia 

para el cumplimiento de la misma.

                                  4) Que existe una violación del debido proceso,  

sustentado en que el “Por devueltos, hágase saber” proveído a fs. 860 al  

recibirse en el Juzgado las actuaciones devueltas por esta Sala, ya que 

era trascendental para pedir la apertura de una cuenta en dólares en el 

Banco de la Nación Argentina, a los efectos de cumplir con la obligación a 

la que fueron condenados. 

                                 5) Que existe prejuzgamiento desde que el Sr. Juez  

“a quo” declara la resolución total del negocio jurídico formalizado en el 

instrumento titulado “Acuerdo de Retiro y Cesión de Puntos” y en sus dos 

“Addendum”, celebrados por las partes con fecha 20/08/2008, con más 

los daños que habrán de ser determinados en la etapa de ejecución de 

sentencia.

                       6) Que al rechazar el pedido de declaración de temeridad y 

malicia formulado por la actora, debió haberle impuesto las costas de esa 

incidencia en la que resultó vencida.
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                        De modo, que luego de la lectura de los dos extensos  

memoriales se advierte que son dos los cuestionamientos que efectúan 

los  apelantes:  uno  vinculado  al  cómputo  de  los  plazos  para  el 

cumplimiento  de  la  sentencia  de  fs.  850/857,  de  10  y  20  días 

respectivamente y el segundo relacionado con que para aplicarse el art.  

1085 del Código Civil y Comercial de la Nación debía encontrarse el “sub 

examine” en el trámite de ejecución de sentencia. De allí derivan las dos 

conclusiones  que  efectúan:  que  no  se  encontraban  en  mora  en  el 

cumplimiento de la condena y que la pretensión resolutoria de la actora 

fue  prematura  porque  no  había  iniciado  el  trámite  de  ejecución  de 

sentencia. Ello, además de impugnar la omisión de imposición de costas 

a la  actora por el rechazo de las sanciones que oportunamente solicitó a 

fs. 1001 vta. punto 7mo.

                          Para una mejor comprensión de la cuestión habremos de  

señalar que a fs. 850/857 obra la sentencia de esta Sala, dictada el 31 de 

Mayo de 2018. El decisorio de Alzada confirma la sentencia de primera 

instancia dictada a fs. 668/732 en todos sus aspectos con excepción de la 

indemnización por daño moral,  que eleva a la suma de $ 550.000 sin 

intereses. De modo que en autos se encuentran condenados los cinco 

demandados a efectuar dentro del plazo de diez días el pago de la suma 

de dólares estadounidenses ciento cinco mil (U$S 105.000) con más los 

intereses del 8 % anual desde la mora de cada cuota devengada a partir  

de marzo de 2010 y hasta septiembre de 2010 imputadas al precio por 

compensación por retiro y hasta su efectivo pago. Asimismo al pago en 

concepto  de  indemnización  de  daño  moral  de  la  suma  de  pesos 

trescientos  cincuenta  mil  ($  350.000)  a  favor  del  Dr.  Alberto  Navarro 

Cástex  y  la  de  pesos  doscientos  mil  ($  200.000)  a  favor  de  la  Dra. 

Florencia Cavazza sin intereses. También los condena a que brinden un 

“exhaustivo, pormenorizado y documentado informe sobre los aspectos 

que detalla pormenorizadamente a fs. 731 vta. ap. a); b) y c) y a fs. 732 

ap. d); e) y f), respectivamente, vinculado con las actuaciones caratuladas 

“Acevedo  Jorge  s/Sucesión”,  expediente  1048/2008  y  “Agua  Va  S.A. 

c/Danone Argentina S.A. y otro s/Ordinario”, con la aclaración formulada a 

fs. 743 respecto de que deberá denunciarse la composición real del activo 

o  haber  hereditario  transmitido  en  la  sucesión  Acevedo.  El  informe 

mencionado  debía  efectuarse  dentro  del  plazo  de  20  días,  bajo  el 
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apercibimiento de aplicarles una sanción conminatoria de pesos diez mil 

($  10.000)  por  cada  día  de  retardo  en  el  cumplimiento  de  la  manda 

judicial, tal como surge de fs. 732, último párrafo debajo del apartado f).-

                                    Del sello obrante a fs. 857 vta., así como de las 

actuaciones que surgen de la consulta de causas de www.pjn.gov.ar lex 

100,  se  advierte  que  la  sentencia  de  esta  Sala  fue  notificada 

electrónicamente a todas las partes el día 1 de Junio de 2018 y al Sr. 

Fiscal de Cámara, en su despacho, el 5 de junio de 2018, conforme fs. 

858.  En tanto, a fs.  860 obra la providencia dictada en el  Juzgado de 

trámite que tiene por recibidas las actuaciones y lo hace saber, de fecha 

29 de junio de 2018.

                                  A fs. 864 los actores presentaron el escrito en el que 

denuncian el incumplimiento de la sentencia y hacen uso de la opción de 

resolución  del  contrato  prevista  por  el  art.  1085  del  Código  Civil  y 

Comercial de la Nación, con relación al “Acuerdo de retiro y cesión de 

puntos y los Addendum N° 1 y 2”, que fuera celebrados el 20 de Agosto 

de 2008, en virtud del cual promovieron la demanda de cumplimiento de 

contrato  y  de  daños  y  perjuicios  (expediente  n°  °  98713/2011  y 

expediente n° 98713/2011). Fundan su pedido en que los pagos fueron 

efectuados  una  vez  vencido  los  plazos  de  la  sentencia  y  en  el 

incumplimiento respecto de la condena a informar.

                                La misma opción resolutoria es reiterada y precisada  

en  el  escrito  de  fs.  883/890,  con  idénticos  fundamentos  de 

extemporaneidad e incumplimiento de la condena, la que sustanciada a 

fs. 976 punto 2, es rechazada por los accionados a fs. 977/982 y a fs.  

1002/1005.

                               Por su parte, los demandados a fs. 880 efectuaron la 

liquidación  de  los  intereses  del  8  % anual  al  que  fueron  condenados 

respecto  de  la  sumatoria  de  las  cuotas  de  capital  de  dólares 

estadounidenses ciento cinco mil  (U$S 105.000), la que establecen en 

dólares estadounidenses sesenta y ocho mil  seiscientos (U$S 68.600). 

Dan en pago la suma de intereses mencionada y la del capital de U$S 

105.000 depositados en el expediente 28205/2010 sobre consignación. 

                       La dación en pago es rechazada por los actores a fs.  

883/890, escrito en el que, como se dijo, reiteran la opción resolutoria y 

piden el embargo de las sumas depositadas por las vencidas.
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                       Con posterioridad, a fs. 968/971 G. Breuer Sociedad Civil;  

Gonzalos Cabrera Castilla; G. Breuer Abogados Sociedad Civil y Diego 

Fissore presentan el informe que fue dispuesto como obligación de hacer 

en  la  sentencia,  adjuntando  la  documentación  de  fs.  831/967.  A  fs. 

973/975 el  codemandado López Tilli  adhiere al  informe y aclaraciones 

efectuadas,  pese a expresar que no intervino en el  proceso sucesorio 

Acevedo

                       Por su parte, a fs. 972, el apoderado de G. Breuer  

Abogados Sociedad Civil, peticiona que se apruebe la liquidación de los 

intereses efectuada a fs. 880, frente al silencio de la actora y dando por 

cumplida la condena dictada al respecto.              

                      Finalmente a fs. 983/1001 los actores rechazan el informe 

presentado a fs. 968/971 y a fs. 973/975 y piden a fs. 1001 vta. punto 7, 

que se le impongan a los condenados las sanciones previstas por el art. 

45 del Código Procesal, pedido que fue sustanciado a fs. 1006 punto III y 

resistido a fs. 1007/1011 y a fs. 1012/1017 por los demandados.

Es menester efectuar, como advertencia preliminar, que en 

el estudio y análisis de los agravios hemos de seguir el rumbo de la Corte 

Federal y de la buena doctrina interpretativa. En tal sentido,  claro está 

que los jueces no están obligados a analizar todas y cada una de las 

argumentaciones  de  las  partes,  sino  tan  sólo  aquéllas  que  sean 

conducentes y posean relevancia para decidir el caso (ver CSJN, "Fallos": 

258:304; 262:222; 265:301; 272:225; Fassi Yañez, "Código Procesal Civil 

y Comercial de la Nación, Comentado, Anotado y Concordado", T° I, pág. 

825; Fenocchieto Arazi. "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

Comentado y Anotado", T 1, pág. 620). Asimismo, en sentido análogo, 

tampoco  es  obligación  del  juzgador  ponderar  todas  las  pruebas 

agregadas, sino únicamente las que estime apropiadas para resolver el 

conflicto (art. 386,  in fine, del ritual; CSJN, "Fallos": 274:113; 280:3201; 

144:611).

                         Es en este marco, pues, que procederé a ahondar en la  

cuestión del caso sub examine.

                         Respecto del plazo dispuesto en la sentencia, 

corresponde referir que no es un plazo procesal –en el que se computan 

solamente los días hábiles – sino que es un plazo judicial, en el que se 

cuentan los días en forma corrida, de modo que el cálculo incluye los días 
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feriados, salvo que expresamente se dispusiera lo contrario (conf. Elena 

Highton-  Beatriz  A.  Areán,  “Código  Procesal  Civil  y  Comercial  de  la 

Nación. Concordado  con  los  códigos  provinciales.  Análisis  doctrinal  y 

jurisprudencial”, Ed. Hammurabi, ed.2005, tomo 3, pág. 341)

                        El plazo se rige por el art. 6 del Código Civil y Comercial 

de la Nación, que establece el modo de contar los intervalos del derecho 

y  se  corresponde con lo  que disponía  el  Código Civil  derogado en el 

Título II, en los artículos 23 a 29.

                        Así, determina que “el cómputo civil de los plazos es de  

días  completos  y continuos,  y  no se excluyen los  días inhábiles o no 

laborables”

                        Por lo tanto, el plazo para la sentencia de fs. 850/857, 

notificada mediante cédulas electrónicas el 1 de junio de 2018 a todas las 

partes (ver fs. 857 vta.), comenzó a computarse el 2 de junio de 2018 – 

primer día del plazo-, venciendo el plazo de diez días (10) dispuesto para 

la obligación del pago de las sumas de condena el 11 de Junio de 2018 y 

el de veinte días (20) establecido para la obligación de hacer el 21 de 

Junio de 2018. 

                          Los plazos judiciales revisten la calidad de perentorios,  

afecten a quienes afecten y con independencia del que sea o no parte en 

el proceso y cualquiera sea la naturaleza de éste. (conf. Fassi – Yáñez, 

“Código  Procesal  Civil  y  Comercial  de  la  Nación  y  demás  normas 

procesales vigentes. Comentado, anotado y concordado”, 3ra. ed., 1988, 

Tomo I, pag. 747).

                           El efecto propio de los plazos judiciales es la pérdida  

irreversible del  derecho que se deja de ejercer dentro del  término, sin 

necesidad de declaración judicial ni petición de parte.

                           La perentoriedad de los plazos judiciales tiende a la 

preclusión automática de los distintos estadios del proceso y comporta un 

medio de impulso procesal de oficio. Dicha perentoriedad no corresponde 

sólo para las partes sino también para el tribunal (conf. Highton – Areán, 

Código citado y jurisprudencia allí agrupada, pág. 341)

                           En nada empece al cómputo de la fecha de vencimiento  

de  los  plazos  lo  dicho  por  los  apelantes  respecto  del  requisito  del 

vencimiento del término para interposición del recurso extraordinario, en 
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el sentido de que una vez cumplido éste, recién comienza a contarse el 

plazo de la sentencia para el efectivizar la condena.

                           Ello así, por cuanto según surge de los términos del art.  

258 del Código Procesal, es la concesión del recurso extraordinario y no 

su mera interposición que tiene efectos suspensivos (Conf. Sagües, “Los 

efectos  de  la  interposición  del  recurso  extraordinario  federal: 

trascendencia  y  difusión  periodística”,  JA,  1995-III-594;  Palacio,  “El 

recurso extraordinario  federal,  teoría  y  técnica”  (ed.  1992),  pág.  312 y 

313; Morello, “El recurso extraordinario (ed. 1987), pág. 333; Fassi-Yañez, 

“Código  Procesal  Civil  y  Comercial  de  la  Nación  y  demás  normas 

procesales vigentes. Comentado, anotado y concordado (ed. 1989), t. II, 

p.461;  Colombo,  “Código  Procesal  Civil  y  Comercial  de  la  Nación. 

Antoado y comentado, t. I, pág. 426; Barrancos y Vedia, “Efectos de la 

interposición  del  recurso  extraordinario”;  LL,  1995-B-567),  pues  la 

instancia  extraordinaria  comienza  no  con  la  interposición  sino  con  el 

otorgamiento  del  recurso  (Palacio,  “Algunas  reflexiones  sobre  la 

sustanciación  y  la  resolución  admisoria  o  denegatoria  del  recurso 

extraordinario federal”, LL., 1989-D-1153)   

                               En el mismo sentido, de acuerdo a lo dispuesto en el  

art. 499 del Código Procesal y lo sostenido por nuestra jurisprudencia y 

doctrina en cuanto a que “…las sentencias pronunciadas por las cámaras 

de  apelaciones  revisten  el  carácter  de  definitivas.  No  obsta  a  esta 

conclusión la posibilidad de ocurrir por la vía del recurso extraordinario, 

remedio  éste  excepcional  que  en modo alguno afecta  la  fuerza  de la 

sentencia ni suspende con su mera interposición la ejecutoriedad de las 

pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada…”  (conf  Morello  –  Sosa  –

Berizonce,  “Cód.  Procesal  en  lo  Civil  y  Comercial  de  la  Provincia  de 

Buenos Aires y la Nación”, Comentarios y anotados, T. VI – A, pág. 99, 

pto  G),  Ed.  Abeledo  Perrot,  ed.  año  1994;  esta  Sala  en  Expte  n° 

53.086/2005  caratulado:  “Misurata  Maximiliano  Carlos  c/Malizia  Daniel 

Alejandro s/Cancelación de hipoteca”, del 29/05/2008, entre muchos otros 

precedentes).

                                   De modo, que el pago y su dación invocados a fs. 

880 y el informe de fs. 968/971 y a fs. 973/975 fueron efectuados por los 

demandados con posterioridad al vencimiento de los plazos establecidos 
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en la sentencia de condena de fs.  850/857,  sin  que implique lo  dicho 

expedirse respecto a sí el cumplimiento tardío fue o no completo.

                                     En punto a la opción resolutoria que efectúan los  

actores,  es  oportuno  destacar  que  es  una  posibilidad  prevista  por  el 

Código Civil y Comercial de la Nación, que en el art. 1085 recepciona el 

“ius variandi”.

                                    En efecto, el art. 1078 del Código mencionado  

prevé los  alcances del  derecho de variar,  reconocido expresamente  a 

favor de la parte cumplidora.

                                    El artículo citado se integra con el art. 1085 en  

cuanto admite que quien demandó por cumplimiento de contrato puede 

luego de incumplida la sentencia pretender la resolución dado que la “…

condena al cumplimiento lleva implícito el apercibimiento de que, ante el 

incumplimiento el  acreedor tiene derecho a optar por la resolución del  

contrato” (Conf. Alterini, “Contratos civiles, comerciales y de consumo cit., 

ps. 513 y sgtes; Ramella, “El pacto comisorio en los Proyectos de reforma 

del  Código Civil  posteriores a la  ley 17711,  en  Homenaje a Dalmacio 

Vélez Sársfield, Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de 

Córdoba,  Córdoba,  2000,  tomo  II,  página  354.  Este  último  autor 

refiriéndose  al  Proyecto  de 1998,  que contenía  una formula  similar  al 

vigente artículo 10856, afirmaba que la solución era plausible y acertada, 

en cuanto integraba la laguna del régimen anterior)

                                   Proviene del art. 1051 del Proyecto de 1998, que  

expresa “Conversión de la demanda por cumplimiento. La sentencia que 

condena al cumplimiento lleva implícita la prevención de que, en el trámite 

de  ejecución,  el  actor  tiene  derecho  a  pretender  que  el  contrato  sea 

declarado resuelto, con los efectos previstos en el art. 1044.”

                                   Por su parte el Código Civil de Vélez Sarsfield  

establecía en su art.  1204 cuarto párrafo “La parte que haya cumplido 

podrá optar por exigir a la incumplidora la ejecución de sus obligaciones 

con daños y perjuicios. La resolución podrá pedirse aunque se hubiese 

demandado  el  cumplimiento  del  contrato;  pero  no  podrá  solicitarse  el 

cumplimiento cuando se hubiese demandado por resolución”

                                   Consideramos que en virtud del estado procesal,  

vencido  el  plazo  para  cumplir  la  condena  establecida  en  la  sentencia 

definitiva de fs. 850/857, el planteo efectuado por los actores a fs. 864 y 
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reiterado  a  fs.  883/890  resulta  ajustado  a  derecho,  en  tanto  guarda 

relación con las constancias de autos a las que detalladamente hicimos 

referencia.

                                  La diferencia sustancial radica en que en el presente  

artículo se autoriza el uso del “ius variandi” ya dentro del proceso judicial  

y se establece que ante el incumplimiento de la sentencia que condena a 

efectuar la prestación, es decir,  a cumplir, el acreedor puede optar por 

dirigir el procedimiento hasta la resolución e indemnización de daños sin 

necesidad  de  incoar  otro  proceso.  Pese  a  haberse  optado  por  el 

cumplimiento el acreedor puede luego resolver el contrato (CNCom., Sala 

D, 17/3/1977; LA LEY, 1977-B, 370), aunque luego de dictarse sentencia 

de cumplimiento y en el procedimiento de ejecución (SC Buenos Aires, 

30/5/1972, LA LEY, 149-595, 30.012 –S)

                                   La solución es natural porque si el acreedor intenta 

el cumplimiento en especie y –pese a obtener sentencia favorable- no lo 

logra, conserva no obstante la facultad de transitar los tres incisos del art. 

730, tanto como sucedía en el Código derogado con lo dispuesto en el 

art.  505.  (Conf.  Alterini,  Jorge  Horacio  en  Código  Civil  y  Comercial 

Comentado. Tratado Exegético”, ed. La Ley, Tomo V, página 730; Calvo 

Costa, Carlos A., “Código Civil  y Comercial de la Nación. Concordado, 

comentado y Comparado con los Códigos Civil de Vélez Sarsfield y de 

Comercio”, Ed. La Ley, Tomo II, pág. 131 y 132; Clusellas, Eduardo G, 

“Código Civil y Comercial. Comentado, anotado y concordado, ed. Astrea, 

Tomo 3, pág. 846 y 847; Rivera, Julio César - Medina, Graciela, “Código 

Civil  y Comercial  de la Nación comentado”,  Ed. La Ley, tomo III,  pág. 

671/673;  Compagnucci  de Caso,  Rubén – Gebhardt,  Marcelo,  “Código 

Civil y Comercial de la Nación”, ed. Hammurabi, Tomo 3C, pág 334/339 y 

348/349)

                                  De lo dicho se sigue que no consideramos que sea  

un  requisito  formal  e  ineludible  el  haber  iniciado  la  ejecución  de  la 

sentencia, en virtud de que los plazos para su cumplimiento efectivo, son 

perentorios. (conf. doctrina art. 155 del Código Procesal Civil y Comercial 

de la Nación)

                                 Y en el caso, vencido el plazo de cumplimiento  

establecido en la sentencia, los actores ya podían ejercer la facultad de 

ejecutarla.
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                                Tampoco reviste visos de prejuzgamiento, como 

endilgan los apelantes, lo dicho por el Magistrado de Primera Instancia en 

la parte resolutiva de la sentencia de fs.  1019/1032 en cuanto a los daños 

y perjuicios, en virtud de que los mismos están previstos por el art. 1081 

del Código Civil y Comercial de la Nación, a cuyos efectos alude el propio 

artículo 1085.

                                 Es que para referirse a la facultad del acreedor de 

requerir  la  conversión  de  la  demanda  por  cumplimiento,  el  art.  1085 

mencionado  prescribe:  “…el  acreedor  tiene  derecho  a  optar  por  la 

resolución del contrato, con los efectos previstos en el artículo 1081”

                                 Por su parte, el artículo 1081 que normativiza la 

extinción de un contrato bilateral, refiere en el inciso c), que “para estimar 

el valor de las restituciones del acreedor se toman en cuenta las ventajas 

que  resulten  o  puedan  resultar  de  no  haber  efectuado  la  propia 

prestación, su utilidad frustrada y, en su caso, otros daños.” 

                               En cuanto al agravio referido a la falta de imposición  

de costas a la actora respecto del rechazo de su pedido de declaración de 

temeridad  y  malicia  y  la  consiguiente  sanción  pecuniaria,  según  se 

aprecia nada dijo el Sr. Juez “a quo” al respecto.

                                 Por ello, cabe poner de manifiesto que la falta de un 

pronunciamiento  expreso acerca de las costas  debe entenderse como 

que su pago ha sido impuesto en el orden causado (CSJN, 23/7/81, Rep 

LL, XII-634, sum. 155; íd.,  12/3/81, LL,1981 –C-658, 35.936-S; CNCiv., 

Sala A, 21/8/73, ED, 56-247; íd.,  31/5/93; LL, 1994-C-270; íd.,  Sala C, 

26/12/73,  ED,  55-310;  íd.,  Sala  D,  29/10/85;  LL,  1986-A-634;  CFed. 

BBlanca,  Sala  II,  12/11/91,  ED,  149-229;  Loutayf  Ranea  Roberto, 

“Condena en costas en el proceso civil”; Ed. Astrea, pág. 47)

                                Sin perjuicio de la aclaración formulada y en orden al  

agravio concreto, habremos de considerar que no corresponde imponerle 

la totalidad de las costas a la actora por cuanto pudo creerse a peticionar 

en la forma en que lo hizo. 

                                   Por lo cual, considerando lo previsto por el segundo  

párrafo del art. 68 conc. y corr. del Código Procesal, el agravio expresado 

habrá de ser rechazado.
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                                   En orden a la forma en que se decide nada cabe  

manifestar respecto de la inexistencia de incumplimiento esencial  o de 

cumplimiento parcial alegados por la demandada. 

                                   Atento a lo expuesto, el Tribunal RESUELVE: 1)  

Confirmar la resolución de fs. 1019/1032 en todo cuando decide y ha sido 

materia  recursiva.  2)  Imponer  las  costas  de  Alzada  a  los  apelantes 

vencidos (conf. art. 68; 69 y 171 inc. 3 del Código Procesal).

                                   Regístrese, comuníquese a la Dirección de 

Comunicación Pública de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Art. 

4 de la Acordada n° 15/13 de la C.S.J.N. e Inc. 2 de la Acordada 24/13 de 

la  C.S.J.N)  y  devuélvanse  las  actuaciones  al  Juzgado  de  trámite, 

sirviendo la presente de atenta nota de remisión.-

                                   Se deja constancia que la Dra. Gabriela Mariel  

Scolarici no suscribe la presente por haber sido recusada sin causa a fs. 

1093 en los términos del art. 14 del Código Procesal.-
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